
Cuestión prejudicial

¿Debe interpretarse la cláusula 5, punto 1, del Acuerdo marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el trabajo de duración 
determinada, que figura como anexo de la Directiva 1999/70/CE (1) del Consejo, de 28 de junio de 1999, en el sentido de 
que se opone a la aplicación del artículo 1, apartados 95, 131 y 132 de la Ley n.o 107 de 2015 del Estado italiano, que 
prevé la consolidación del puesto de los docentes vinculados por un contrato de duración determinada, sin efecto 
retroactivo y sin derecho a resarcimiento del daño, como medidas proporcionadas, lo bastante efectivas y disuasorias como 
para garantizar la plena eficacia de las normas del Acuerdo marco en relación con la infracción del mismo debido a la 
celebración reiterada y abusiva de contratos por tiempo determinado en el período anterior al período en el que las 
medidas, establecidas en las normas indicadas, han de producir efectos? 

(1) Directiva 1999/70/CE del Consejo, de 28 de junio de 1999, relativa al Acuerdo marco de la CES, la UNICE y el CEEP sobre el trabajo 
de duración determinada (DO L 175, p. 43).
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Cuestión prejudicial

¿Es el derecho de elección que corresponde al cesionario con arreglo al artículo 61, apartado 4 (actualmente artículo 61, 
apartado 3), de la Belgische Wet van 31 januari 2009 betreffende de continuïteit van de ondernemingen (Ley belga de 
31 de enero de 2009 relativa a la continuidad de las empresas) («Ley WCO»), comprendido en el capítulo 4 del título 4 de 
esta Ley, en virtud del cual se regula la «reestructuración judicial mediante trasmisión sujeta a supervisión judicial», en la 
medida en que esta «reestructuración judicial mediante trasmisión sujeta a supervisión judicial» se aplica con el objetivo de 
mantener la totalidad o una parte de la empresa del cedente o de sus actividades, compatible con la Directiva 2001/23/ 
CE (1) sobre la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros relativas al mantenimiento de los derechos de los 
trabajadores en caso de traspasos de empresas, de centros de actividad o de partes de empresas o de centros de actividad, y 
en particular con los artículos 3 y 5 de la misma? 

(1) Directiva del Consejo de 12 de marzo de 2001 (DO 2001, L 82, p. 16).
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Parte en el proceso principal

ML

Cuestiones prejudiciales

1) ¿Es conforme a los artículos 4 y 8, apartado 2, de la Directiva 2012/13/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, (1) de 
22 de mayo de 2012, relativa al derecho a la información en los procesos penales, al derecho a la libertad y a la 
seguridad establecido en el artículo 6 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, a los derechos de 
la defensa establecidos en el artículo 48, apartado 2, de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea y al 
derecho a un juicio justo consagrado en el artículo 47 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea el 
hecho de que las autoridades nacionales no comuniquen por escrito a la persona detenida, durante el período de 
privación de libertad, la totalidad de la información prevista en el artículo 4, apartado 2, de la Directiva 2012/13/UE (en 
particular, el derecho de acceso a los materiales del expediente) ni permitan impugnar dicha omisión de información con 
arreglo al artículo 8, apartado 2, de la Directiva 2012/13/UE? En caso de respuesta negativa a dicha cuestión, ¿afecta tal 
infracción del Derecho de la Unión Europea, en cualquier fase del procedimiento penal, a la legalidad de la privación de 
libertad, cuando se haya decretado la prisión provisional de la persona detenida, así como a la duración de la propia 
prisión provisional, teniendo en cuenta el artículo 6 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea y el 
artículo 5, apartado 1, letra c), del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales? A efectos de la respuesta a las cuestiones anteriores, ¿influye el hecho de que la persona detenida haya 
sido acusada de un delito grave, para el que la normativa nacional prevé una pena de prisión de una duración mínima de 
15 años?

2) ¿Es conforme al artículo 4 de la Decisión Marco 2004/757/JAI del Consejo, (2) de 25 de octubre de 2004, relativa al 
establecimiento de disposiciones mínimas de los elementos constitutivos de delitos y las penas aplicables en el ámbito 
del tráfico ilícito de drogas, al principio de cooperación leal previsto en el artículo 4, apartado 3, del Tratado de la Unión 
Europea, en el artículo 267 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, y en los artículos 82 y 83 del Tratado 
de Funcionamiento de la Unión Europea, al derecho a un juicio justo consagrado en el artículo 47 de la Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea, al principio de proporcionalidad de las penas previsto en el artículo 49, 
apartado 3, de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, y a los principios de proporcionalidad, de 
unidad, de eficacia y de primacía del Derecho de la Unión una disposición nacional, como el artículo 172, apartado 3, 
del Código penal eslovaco, que sanciona el tráfico ilícito de drogas, que no permite al juez imponer una pena de prisión 
de duración inferior a 15 años, sin posibilidad de tomar en consideración el principio de individualización de las penas? 
A efectos de la respuesta a dicha cuestión, ¿influye el hecho de que el tráfico ilícito de drogas no haya sido cometido por 
una organización delictiva en el sentido del Derecho de la Unión Europea? ¿Tiene el concepto de organización delictiva, 
con arreglo a lo dispuesto en el artículo 1 de la Decisión Marco 2008/841/JAI del Consejo, (3) de 24 de octubre de 2008, 
relativa a la lucha contra la delincuencia organizada, alcance autónomo a la luz de la jurisprudencia reiterada del 
Tribunal de Justicia sobre las condiciones para la aplicación uniforme del Derecho de la Unión?

(1) DO 2012, L 142, p. 1.
(2) DO 2004, L 335, p. 8.
(3) DO 2008, L 300. p. 42.
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